RESOLUCIÓN N° 27/00.

DEL  DIRECTORIO  DE  LA  CAJA  PREVISIONAL PARA PROFESIONALES DE LA         

PROVINCIA DEL NEUQUÉN, de fecha 4 de Julio de 2000.

VISTO:

             Lo establecido en la Resolución N° 6/ 98 y la necesidad de reglamentar lo dispuesto en los artículos 66º y ss, de la ley 2.223, referido a la Jubilación Extraordinaria por Invalidez; y

CONSIDERANDO:

Que fue imposible celebrar un convenio con la Superintendencia de Administradoras de Fondos de Jubilaciones y Pensiones que nos permitiera dar curso a los trámites de Jubilaciones por  invalidez a través de la Comisión Médica N° 9, -organismo local de la Comisión Médica Central-;

  Que es menester establecer un sistema que, en cumplimiento de lo establecido en el artículo 68º de la ley 2.223, sea aprobado por la Asamblea de Delegados;

Que este ordenamiento tiene por objeto arbitrar un procedimiento de carácter general, igualitario, técnico, público, recurrible, justo y eficiente en el otorgamiento de la Jubilación Extraordinaria por Invalidez;

Que esta cuestión de enorme trascendencia tanto para los afiliados que se encuentren en la necesidad de recurrir a este beneficio y obtenerlo, como para la Caja que debe evitar el dispendio de fondos en decisiones erróneas que – en lugar de otorgar justamente una prestación – se traduzca en una apropiación indebida del aporte del resto de los afiliados; requiere de una adecuada y ecuánime reglamentación;

Que, tal sistematización -dentro del marco jurídico que integra el bloque de legalidad que regula la Caja- integra la competencia de la misma frente terceros y/o afiliados;


                          Que se ha expedido la Asamblea de Delegados en sus reuniones de fecha 30-05-00 y 29-06-00;

EL DIRECTORIO

RESUELVE:

Art. 1º) Derógase la Resolución N° 6 en virtud de la cual se adhirió  al ordenamiento procedimental fijado en la Ley 24.241 en sus artículos 48, siguientes y concordantes.

Art. 2º)Apruébase el siguiente reglamento de otorgamiento de Jubilación Extraordinaria por Invalidez, que establecen los arts. 66º y siguientes de la ley 2.223, conforme a las normas que se establecen en el anexo I, que forma parte integrante de esta Resolución.

Art. 3°)Establécese que la vigencia de la presente comenzará al otro día de  la publicación en el Boletín Oficial.

Art. 4º)Comuníquese, publíquese en el Boletín Oficial, cumplido Archívese.

ANEXO I

Reglamento de Otorgamiento de Jubilación Extraordinaria por  Invalidez

Art. 1) El afiliado comprendido en la situación prevista en el artículo 66º, de la ley 2.223, para tramitar la jubilación extraordinaria por invalidez deberá presentar la solicitud en el formulario que al efecto proveerá la Caja, con expresa mención de los siguientes requerimientos: 

        a)- Nombre y apellido, fecha de nacimiento, sexo, domicilio real, tipo y número de documento de identidad, fecha de inscripción y matrícula profesional, del ente de la colegiación respectivo, fecha de expedición del diploma otorgado por el establecimiento educacional que corresponda, actividad profesional desarrollada y datos de los componentes del grupo familiar del afiliado;

        b)- Certificación médica que determine causas y naturaleza del estado de  incapacidad, fecha en que se produjo y si reviste el carácter de absoluta y permanente. A tal fin debe acompañar los estudios, diagnósticos y constancias que haya colectado. Las certificaciones médicas que adjunte deberán ser formuladas y firmadas exclusivamente por los médicos asistentes del afiliado, detallando los médicos que lo atendieron o actualmente lo atienden. 

        c)- La documentación que pueda ser de utilidad para la comprobación de los años computables denunciados;

        d)- Todo otro elemento probatorio que pudiera exigir la Caja.

        La gestión será efectuada por el afiliado o mandatario, familiar o no, debidamente habilitado al efecto, con simple carta poder y firma certificada por Juez de Paz o Escribano Público.

        Para percibir la prestación, el mandatario deberá acreditar su personería con poder extendido ante Escribano Público, salvo que se trate de familiar, en cuyo caso bastará con la presentación de la carta poder otorgada en las condiciones contempladas en el párrafo anterior.

Art. 2) Con el objeto de dar cumplimiento a lo establecido en el art. 69 de la ley 2.223 el Directorio podrá exigir un examen anual que certifique la continuidad de la incapacidad, la negativa será motivo suficiente para cesar el beneficio otorgado. Se considerará negativa del beneficiario a la omisión de concurrir – en el día, lugar y hora para el que fuera citado – sin dar razón plausible dentro de las cuarenta y ocho horas y previa citación fehaciente por parte de la CAJA.

Art. 3) A los fines de determinar los grados de capacidad todo aquel que se afilie a esta caja a partir de los 50 años deberá someterse a un examen médico.

Art. 4) La evaluación medica se ajustará  al Baremo  aprobado por Decreto 478/98,  reglamentario de la ley 24.241.

Art. 5) El afiliado que solicite una jubilación extraordinaria por incapacidad deberá – además de presentar la documentación requerida en el artículo 1º, del presente –  someterse a un examen médico realizado por una junta designada por esta Caja, la que estará constituida por tres miembros. El dictamen emanado de la junta deberá ser  fundamentado en el Baremo indicado en el artículo anterior, firmado por los tres miembros,  indicando el porcentaje de incapacidad del afiliado, el carácter transitorio o permanente de la misma, la fecha en que la incapacidad se produjo, con todos los datos requeridos por el directorio en el formulario respectivo. Las disidencias y coincidencias con fundamentos disímiles deberán formalizarse en el mismo acto e integran el instrumento certificatorio.

Art. 6) El afiliado tendrá derecho a incorporar a la junta un representante médico en calidad de veedor. El mismo deberá tener habilitación material y formal para actuar profesionalmente en la Provincia del Neuquén.

Art. 7) Es condición necesaria para el otorgamiento de la jubilación  extraordinaria por incapacidad, la incapacidad laboral profesional del 66%, conforme lo establece el art. 66 de la ley 2223 determinada por la junta médica. 

Art. 8) En principio se considera incapacidad profesional, a los efectos del artículo 66º, de la ley 2.223, a la imposibilidad en el porcentaje establecido en el artículo anterior para desempeñar la actividad profesional para la que el afiliado se encuentra habilitado, aún cuando la aptitud remanente no lo sea exactamente la especialidad adoptada por aquel.

Art. 9) La posibilidad de sustituir la actividad habitual del afiliado por otra compatible con sus aptitudes profesionales será razonablemente apreciada por la Caja, teniendo en cuenta su edad, la especialización en la actividad ejercida, la jerarquía profesional que hubiere alcanzado y las conclusiones del dictamen medico respecto del grado y naturaleza de la invalidez.

Art. 10) Los honorarios a percibir por los profesionales integrantes de la junta se basarán en el Nomenclador  para Entidades Aseguradoras establecido en el Anexo IV del Convenio Nacional de prestaciones médicas entre la Confederación Médica de la República Argentina de Compañías de Seguros, Asociación de Aseguradores extranjeros en la Argentina y la Unión Argentina de Aseguradores.  

Art. 11) El dictamen surgido de la Junta no es vinculante para la Caja, por lo que la Asamblea de Delegados podrá apartarse de sus conclusiones mediante resolución fundada técnica y jurídicamente.

Art. 12) El otorgamiento del beneficio causará estado a favor del afiliado y sólo podrá ser modificado mediante decisión de la Asamblea de Delegados debidamente fundada. La revocación producirá efectos a partir de la notificación, salvo causales de nulidad gravísimas, error, dolo o violencia en el otorgamiento del beneficio, en que se retrotraerán las situaciones al momento anterior a la fecha del vicio invalidante. La denegatoria del otorgamiento del beneficio podrá ser objeto de revisión mediante decisión judicial tramitada en el sistema insinuado por el artículo 3º, de la ley 2.223 y la Resolución Nº 7/98, de esta Caja, que adhiere al sistema procesal administrativo integrado por las leyes 1284, 1305 y sus concordantes.

Art. 13) En caso de insania, la misma deberá ser declarada en el juicio pertinente y los pagos se efectuaran al curador que se designe.

Art. 14) Al afiliado que luego de declarado su estado de invalidez transitoria retornase a la actividad; la caja le suspenderá el pago del beneficio, volviendo el mismo a la plenitud de su estado activo con sus derechos y obligaciones frente a esta Institución. El lapso durante el cual el afiliado hubiere estado percibiendo la prestación de invalidez se computará a los efectos de los años de aportes exigidos para la jubilación ordinaria.

Art. 15) No se dará curso a ningún beneficio si previamente no se constatare el pago de los aportes previsto en la ley 2.223 y el alta de afiliación no se hubiere producido en vida del profesional o antes de solicitar el beneficio de invalidez. 

Art. 16) El beneficio se denegará hasta que se halla regularizado toda deuda pendiente del afiliado con la Caja.

Art. 17) Para tener derecho a las prestaciones se deberán cumplir con todos los requisitos exigidos por la Caja. La demora en la percepción, originada en la falta de cumplimiento de tales requisitos por parte del afiliado beneficiario, no dará derecho a reclamo alguno por intereses. El pago de las jubilaciones por invalidez comenzará desde la fecha de presentación de la respectiva solicitud del afiliado siempre que se hubiese verificado dicha invalidez a esa fecha.

Art. 18) La Caja tendrá un termino de 90 días para emitir resolución del dictamen del beneficio, no considerándose demora imputable a la Caja dicho tiempo.

Art. 19) Las prestaciones serán abonadas por mes vencido. Tratándose de incapaces la Caja abonará las prestaciones a los representantes legales de aquellos o, en su caso, a quien disponga un tribunal competente por resolución especifica. En estos supuestos como en todos en los que el pago del beneficio no efectúe a los beneficiarios sino a los apoderados de estos debidamente designados, la Caja exigirá, con la periodicidad que crea conveniente, la prueba de la supervivencia del beneficiario.

Art. 20) En supuesto de fraude, ocultamiento de información o negativa a someterse a tratamientos curativos y revisaciones medicas por parte de los afiliados o de los beneficiarios, en su caso; se interrumpirá el pago de los beneficios, debiéndose iniciar las acciones judiciales pertinentes contra los responsables para lograr el reintegro de los importes indebidamente percibidos.

Art. 21) Quedan excluidas las solicitudes del beneficio por siniestros derivados  de: 

a)-La participación del afiliado en guerra internacional sea que la Argentina tenga o no intervención en ella, en guerra civil  dentro o fuera de Argentina, o en motín o conmoción contra el orden público. Dentro o fuera del País, siempre que el afiliado tenga participación activa en dicho motín.

b)-Por fisión o fusión  nuclear o contaminación radiactiva, derivada o producida con motivo de hostilidades.

